Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 17 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Confederación Empresarial del Uruguay (CEDU) solicita audiencia a fin de referirse al 
proyecto de ley de Sistemas de Tarjetas de Crédito. 


El contador Carlos A. Lecueder, en nombre de Aguada Park y WTC Free Zone, solicita ser 
recibido a fin de opinar sobre el proyecto de ley de Zonas Económicas Especiales. 


La Cámara de Zonas Francas remite informe conteniendo opiniones sobre las propuestas de 
redacción de los artículos 7 y 26 del proyecto de ley de Zonas Económicas Especiales”. 


-Voy a pedir que se lea la nota enviada por el Presidente de la Cámara de Zonas Francas del 
Uruguay, contador Daniel Carriquiry. 


Léase. 

(Se lee:) 
“Montevideo, 11 de diciembre de 2013. 
Señor 
Presidente de la Comisión de Hacienda del Senado 
Rafael Michelini 
Presente.- 
De nuestra mayor consideración: 


Hacemos referencia a vuestra nota de fecha 5 de diciembre del corriente, en relación con la propuesta 
de redacción de los artículos 7 y 26 del Proyecto de Ley modificativo de la Ley 15.921. 


Esta Cámara agradece haber sido escuchada y haber participado en el proceso de discusión de este 
Proyecto de Ley. 


La Cámara entiende que sería conveniente acotar la discrecionalidad del Poder Ejecutivo en cuanto al 
artículo 26 párrafo final ya que el mismo prevé la posibilidad de reducir los plazos contractuales. No 
obstante ello, la Cámara reconoce el importante avance logrado con la nueva redacción enviada por la 
Comisión en cuanto al artículo 7 y 26 del proyecto de ley de referencia y acepta la redacción remitida 
por esta Comisión. 


Saluda atentamente, 


p/Cámara de Zonas Francas del Uruguay 


Cr. Daniel Carriquiry 
Presidente”. 
-Veamos si podemos ordenar un poco el trabajo. 


En cuanto al proyecto de zonas económicas especiales, tenemos la voluntad de que el texto 
que salga del Senado no se modifique en la Cámara de Representantes, lo que implica que los 
Diputados de todos los partidos deban tomar conciencia de que ese es el espíritu; como en la Cámara 
de Representantes se está analizando el proyecto de inclusión financiera, los Diputados del oficialismo 
nos plantearon la posibilidad de considerar el proyecto de zonas económicas especiales en febrero. 


Entonces, en el mes de febrero vamos a recibir al contador Carlos Lecueder, que pidió ser 
recibido, y a Rosa Osimani para referirse al artículo 35 del proyecto de ley -que suprime el 31- de 
zonas económicas especiales. Pido a todos los Partidos que, mientras tanto, hablen con sus 
legisladores y vayan viendo, en principio, el proyecto de ley que vino del Poder Ejecutivo más los 
artículos 7% y 26 modificados, de modo que en febrero podamos reunirnos para considerar este 
proyecto de ley. 


En segundo término, quiero señalar que nos reunimos con el señor Senador Gallinal y 
avanzamos con respecto a algunos aspectos. Además, estoy haciendo algunas consultas con la 
bancada y con el Gobierno y la idea es tratar de avanzar para lograr un acuerdo, si es posible, con el 
Poder Ejecutivo, la Cámara de Senadores y Cámara de Diputados, de manera que una vez que el 
tema sea aprobado acá, no se tranque más, tal como planteó el señor Senador Gallinal. Quiere decir 
que estamos haciendo las consultas del caso, así como lo hará el señor Senador con los sectores de la 
oposición. 


En tercer lugar, la aspiración del Gobierno -después la vida dirá si se concreta o no- es que el 
proyecto de ley que se apruebe en la Cámara de Diputados sobre inclusión financiera no se modifique 
en el Senado. Por ese motivo los Senadores y los Diputados estamos trabajando en forma bicameral 
con el Gobierno. En el día de hoy, o mañana, los Diputados del oficialismo van a pasar a los de la 
oposición las posibles modificaciones sobre el proyecto de inclusión financiera. Si los plazos nos 
dieran -se nos dirá que ya no van a dar- aspiraríamos a tratar el tema en diciembre. Estoy trasmitiendo 
el temperamento, la aspiración; después veremos qué ocurre en la vida. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


-Está pendiente una presentación del proyecto de Código Aduanero -que pretendíamos hacer 
en el día de hoy, pero no se pudo- y tendríamos que analizar si para su estudio debemos crear una 
subcomisión; en fin, tendríamos que resolver cuál será el régimen de trabajo. Se trata de un Código 
muy importante, que se aprobó con mucho apoyo en la Cámara de Representantes. Me parece que va 
a ser difícil tratarlo en la Comisión misma, porque siempre habrá algún proyecto que obligue a dejarlo a 
un lado. Entonces, una de las posibilidades es, una vez hecha la presentación del Código, que se cree 
una subcomisión que lo discuta, que se interiorice más en el tema y que traiga un informe a esta 
Comisión. 


Si no me equivoco, lo que resta es que el Senador Abreu haga la presentación de su proyecto 
para luego discutir y analizar el curso de acción a seguir que, obviamente, no será para el mes de 
diciembre. 


SEÑOR RUBIO..- En el caso de acuerdo en la Cámara de Representantes para la sanción del proyecto 
de inclusión financiera, eso nos llevaría sólo un par de sesiones en esta Comisión. ¿Es así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto; en diciembre sólo consideraríamos el proyecto de inclusión financiera. 
El resto de los asuntos queda para el mes de febrero. O sea, los proyectos relacionados con el Código 


Aduanero, el Clearing y las zonas económicas especiales serán tratados en febrero; en cuanto al de 
inclusión financiera, si podemos hacerlo en diciembre, lo haremos. 


SEÑOR ABREU.- En cuanto al régimen de trabajo, quiero decir que recibí una solicitud de audiencia 
de parte del contador Lecueder con respecto al proyecto de zonas económicas especiales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya hemos dado cuenta de esa solicitud y la primera sesión de febrero 
recibiremos al contador Lecueder. 


SEÑOR ABREU.- Con relación al proyecto de Código Aduanero, creo que desde que se comenzó a 
estudiar este tema se han modificado una cantidad de realidades. 


Creo que es un tema que hay que tratar en Comisión y no en una subcomisión, porque todos 
tenemos que estar al tanto de la complejidad de este asunto, que no solo tiene que ver con el Código 
Aduanero sino también con la política de transporte, con la reserva de cargas, con una visión que 
debemos tener sobre una cantidad de aspectos que son de una altísima complejidad y de una enorme 
sensibilidad desde el punto de vista estratégico. Tenemos que tomar en cuenta nuestra Ley de Puertos, 
el Código del Mercosur, las nuevas disposiciones que la República Argentina está imponiendo en 
materia de trasbordo de cargas, así como aspectos que están vinculados a un eventual puerto de 
aguas profundas. Más allá de que tenemos que estudiar el proyecto de ley en su totalidad y en 
profundidad, hay que analizar esos aspectos que recién señalé. Por ejemplo, el otro día, en una 
reunión muy interesante que mantuvimos con los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones 
Exteriores en relación con el tema de la plataforma continental, ingresamos en aspectos de una gran 
complejidad; creo que fue una reunión muy útil para todos los señores Senadores. Después de que se 
comienzan a mostrar determinados lineamientos, es bueno que la Comisión esté al tanto, lo que 
también fue reconocido de alguna manera en el propio Senado. Lo mismo ocurre con este tema. No se 
trata de un proyecto que pueda compararse al de Clearing, que sin bien es importante, refiere a un 
tema puntual; en este caso está en juego, desde nuestra visión sobre el Canal del Indio hasta todo lo 
que pueda implicar un relacionamiento de carácter comercial y de servicios portuarios. En ese sentido, 
vamos a tener que analizar si vale la pena o no quedar abrazados a lo que dice nuestra Ley de 
Puertos, a lo que establece nuestro Código Aduanero, a lo que dispone el Código de Mercosur o a lo 
que expresan las nuevas disposiciones unilaterales de Argentina sobre este tema, que son muy graves. 


Noto su ansiedad, señor Presidente, pero permítame trasmitir estas ideas para que por lo 
menos en la versión taquigráfica quede claro que un señor Senador tiene esta preocupación y la 
fundamenta, no en tres horas, sino en tres o cuatro minutos. Después sí puede apurarse para aprobar 
todas las leyes pero por lo menos ahora déjeme hablar cinco minutos. Quería decir esto para después 
sí ingresar en el otro proyecto de ley. 


Quiero llamar la atención sobre esta cuestión en especial porque aquí hay un tema del futuro 
del país en el que están involucrados el Mercosur, el Código del Mercosur, nuestro Código Aduanero y 
sus modificaciones y la Ley de Puertos. También están muy relacionados con esta temática aspectos 
vinculados con el puerto de Nueva Palmira, la plataforma flotante del Río Uruguay y otras disposiciones 
que se están tomando en forma unilateral. 


Ya que tengo esta licencia para hablar sobre este asunto, digo que en este tema aduanero 
tenemos que saber qué diseño y qué visión podemos tener desde el punto de vista del Poder Ejecutivo, 
o desde este ámbito, respecto de las variables y los elementos que tendrían que ver con un eventual 
puerto de aguas profundas. Hemos venido siguiendo este tema y debo decir con total franqueza que 
todo lo que hagamos sobre el Código Aduanero, el Código del Mercosur o sobre todo lo demás, va a 
repercutir en el diseño y la forma en que vayamos a encarar un eventual puerto de aguas profundas. Y 
no quiero un puerto de aguas profundas enano; quiero un diseño físico y un diseño que pueda realizar 
la Comisión. Por eso deseo que en el tratamiento de este tema sea convocada la Comisión que está 
elaborando las pautas del puerto de aguas profundas para saber cómo está relacionado con el Código 
y qué contactos tenemos con Argentina o Brasil. De esa forma sabremos si vamos a tener un puerto 
enano que esté al servicio de dos o tres depósitos de combustibles y de minerales o si contaremos 
con un diseño adecuado que apunte a alcanzar un puerto multipropósito. Esto no es teoría; si nosotros 


no trabajamos en conjunto con estas cosas, vamos a ir haciendo el tamaño del cuerpo a la medida del 
dibujo del dedo que hagamos. 


Me parece que tenemos que trabajar con la mayor profundidad y, además, con la mayor 
visión estratégica del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente está muy lejos de coartar el uso de la palabra a cualquier 
Senador. 


En primer lugar, quiero trasmitir que la idea es que se realice la presentación del Código y 
cuando planteamos la creación de una subcomisión era para darle jerarquía al tema. Además, cuando 
insinué que no era el momento de discutir ese tema fue porque si ahora todos pedimos la palabra 
para debatir lo que el señor Senador Abreu planteó, no se va a poder atender el reclamo que realizó en 
el sentido de presentar su proyecto de ley. Nuestro objetivo era ampararlo sobre el segundo tema, y no 
coartarle el uso de la palabra respecto del primero. 


Ahora corresponde dar la palabra al señor Senador Abreu para que presente su proyecto del 
fortalecimiento del control y gestión públicos. 


SEÑOR ABREU.- El proyecto de ley es tan sencillo como complejo. 


Hemos elaborado esta iniciativa con nuestro equipo de gobierno, especializado en estos 
temas, teniendo en cuenta, fundamentalmente, las distintas competencias que tiene el Tribunal de 
Cuentas. 


Como los señores Senadores saben, el Tribunal de Cuentas ejerce controles de legalidad 
exclusivamente. Por tanto, las observaciones que realiza son todas respeto de la legalidad de las 
decisiones, actos administrativos o lo que quede sometido al control del Tribunal de Cuentas, de 
acuerdo a la Constitución y a las leyes. En este sentido, ese Tribunal ha venido perdiendo 
competencias en el control de las innumerables sociedades que se han venido constituyendo y que son 
parte, también, de la actividad del Estado. Nosotros decimos que se trata de una administración 
paralela o paraconstitucional -esta es una definición del Derecho Comparado y no nuestra- porque 
esas sociedades actúan como si fueran privadas, pero manejan fondos públicos, en dependencia 
directa de organismos del Estado, que son los que nombran los Directores, los instruyen acerca de sus 
actividades y les proveen el financiamiento. Es decir que en el ámbito del Derecho Privado existen 
sociedades que son financiadas por la ciudadanía, por las tarifas o impuestos, pero el régimen jurídico 
que se les aplica les da una especie de pasaporte para poder estar fuera del control del Tribunal de 
Cuentas en cuanto a la administración de sus recursos y los actos que realiza. 


El otro elemento del proyecto de ley tiene por cometido evitar la industria de las reiteraciones. 
Tenemos una enorme disminución -por decirlo así- de la imagen del Tribunal de Cuentas, cuando se 
sabe que las observaciones por legalidad que plantea son elevadas, por disposiciones 
constitucionales, a la Asamblea General, donde tenemos una especie de depósito. Por suerte la 
tecnología ha ayudado, porque si fueran en papel ocuparían varios pisos, pues son miles y miles las 
observaciones, que no vienen desde ahora, sino desde mucho tiempo atrás. 


Para evitar la industria de la reiteración se propone que cuando cualquier empresa, por 
ejemplo ALUR, para ser bien claros y gráficos -si es que entra en el control del Tribunal de Cuentas, 
como debería ser- reitera un gasto o pago observado por el Tribunal de Cuentas, debe aguardar 
quince días antes de ejecutarlo, plazo dentro del cual el Tribunal de Cuentas, en el marco de la 
Constitución de la República, lo califica. 


Este es un mecanismo importante, señor Presidente, porque sin perjuicio de contemplar un 
silencio positivo que impide la paralización de la Administración, se pone fin a esta práctica viciosa de 
las reiteraciones automáticas. Esto no solo incluye a la Asamblea General en el control, sino también a 
las Juntas Departamentales respecto de los Intendentes y sus dependientes cuando se envía a los 
distintos destinatarios de las observaciones. 


Lo que estamos planteando es constituir una Comisión Especial de Cuentas con la 
competencia de informar las observaciones remitidas por el Tribunal de Cuentas con lo previsto en esta 
disposición, pero transcurridos quince días de la recepción, si no se adopta resolución, se entiende que 
hay un consentimiento expreso. 


Hay otro tema muy importante, señor Presidente, que quiero mencionar con mucha fuerza 
porque estamos en un mundo paralelo, como dijera el señor Presidente de la República, en un 
“estadito paralelo”. Estamos viviendo un estadito paralelo, y este estadito paralelo tiene que ser 
controlado porque son cientos y cientos -por no decir miles- de millones de dólares. Lo que 
incorporamos en este proyecto de ley es que cuando el Tribunal de Cuentas constate que cualquier 
ordenador de gastos y pagos mantiene una conducta reiteradamente observada, se posibilite la 
transferencia o el pasaje a la Junta de Transparencia y Ética Pública para que actúe, disponga y, 
eventualmente, sugiera las sanciones que puedan proceder en el orden político, en el orden 
disciplinario y en lo penal. Como se puede apreciar, se trata de un tema de ordenamiento en el control. 


Por otra parte -estoy tratando de dedicarme a la parte formal; luego voy a abordar el tema 
político- en cuanto al control jurisdiccional y su efectividad, tenemos que lograr que la sentencia del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo se cumpla en tiempo y forma. Por eso, en el artículo 5* del 
proyecto de ley se explicita que todos los organismos estatales estarán obligados a cumplir las 
sentencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y que este será competente para disponer lo 
conveniente en orden a su ejecución, en aplicación de los artículos 371 a 376 del Código General del 
Proceso. El mismo propósito persigue el artículo 6%, que expresa que además de la suspensión de la 
ejecución del acto impugnado, la que podrá pedirse antes o después de la demanda anulatoria, el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo podrá disponer las medidas cautelares, provisionales o 
anticipadas que sean necesarias, de conformidad con los artículos 311 a 317 del Código General del 
Proceso. 


Aquí se agrega un aspecto: el de las vacilaciones de la práctica, que son dudas sobre cómo 
encaminar jurídicamente determinadas conductas, y por eso en el artículo 7% se declara que para el 
ejercicio de la acción reparatoria directa a que refiere el artículo 312 de la Constitución de la República 
no es necesaria la interposición de ningún recurso administrativo contra el acto dañoso que motiva la 
acción y que para su ejercicio no se requiere que el daño se haya producido necesariamente antes de 
la demanda. 


La tercera parte del proyecto de ley es mucho más política y tiende a la reducción, con fines 
de uniformización, de los Directorios de los entes autónomos y Servicios Descentralizados, de manera 
de que todos tengan tres miembros. Sin perjuicio de este último tema -que puede ser fundamentado y 
discutido- la experiencia me ha demostrado que la coparticipación depende de la calidad y no de la 
cantidad, y que la participación y la coparticipación en las responsabilidades no dependen de la 
cantidad sino de la forma en que se manejan, los estilos y la conducción. En nuestro Uruguay a veces 
es más importante el cargo que se ejerce que la responsabilidad que se tiene. 


Entonces, aquí lo más importante es que los Poderes del Estado, el Tribunal de Cuentas, la 
Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los entes autónomos y, en general, todas 
las administraciones públicas estatales que pertenezcan total o parcialmente a entidades estatales - 
como las sociedades anónimas a que estamos haciendo referencia- constituyen materia del Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera y sus operaciones deben estar controladas por 
el Tribunal de Cuentas. Esto es muy importante -no me voy a extender porque los señores Senadores 
ya lo saben bien- porque aquí hay cerca de setenta sociedades anónimas de Derecho Privado que 
manejan fondos públicos o fondos de los contribuyentes -que son los únicos que no tienen sindicato- 
que están fuera del control del Tribunal de Cuentas. 


A mi criterio, esto es algo que va en aumento. Por eso cuando convoquemos a las autoridades 
del Ministerio de Economía y Finanzas y a los representantes de los entes autónomos a que concurran 
a la Comisión -y estoy proponiendo esa convocatoria- nos tendrán que informar cuántas sociedades 
tienen, cuál es su presupuesto, cómo están funcionando y, sobre todo, cuál es el destino de los fondos, 
que, reitero, son públicos. 


Simplemente, el proyecto de ley consiste en que el Tribunal de Cuentas tenga el control y en 
crear las condiciones para que la Junta de Transparencia y Ética Pública tenga competencia en la 
reiteración de los gastos -cuando sean exagerados y calificados de acuerdo a lo que podamos 
establecer- y, además, para que los recursos administrativos, sobre todo en el ámbito jurisdiccional, 
tengan la agilidad suficiente para defender los derechos de quienes se sienten afectados en sus 
derechos personales, legítimos y directos -tal como establece la Constitución en su artículo 317, que 
refiere a los actos administrativos- o de todos aquellos que puedan tener un interés. 


Señor Presidente: esto es para generar transparencia, para que la ciudadanía sepa dónde 
está su dinero -porque es el dinero de la ciudadanía- para evitar que haya un Estado paralelo y que no 
se tenga control y que luego, desde el punto de vista de las finanzas públicas, se transforme en un 
elemento distorsionante, porque no sabemos desde dónde o cómo se hacen las transferencias de 
determinados entes a Rentas Generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo algunas opiniones para compartir sobre el proyecto de ley. 


Partiendo de la base de que los objetivos son loables, creo que la transparencia en el manejo 
de los dineros públicos debería ser un objetivo de todos. De igual forma, esta es una primera opinión, 
ya que luego tendremos que informar debidamente a nuestra Bancada. 


Con respecto al artículo 4”, los entes que tienen cinco miembros -estoy hablando de aquellos 
que no tienen cargos electivos- son pocos; si no me equivoco, son los de UTE y Ancap. 


SEÑOR ABREU.- También el del Banco de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, mientras que no se lleve a cabo un estudio a fondo de cómo 
deberían manejarse los entes y la vinculación de estos con sus empresas, me parece que lo mejor 
sería que los grandes partidos políticos puedan estar representados porque ello no solo hace al 
acuerdo político sino también al control. 


Entonces, no se trata de que tres miembros no puedan conducir Ancap, UTE o el Banco 
República. Dado el costo de los directores de esas entidades, mientras no haya una reformulación de 
las empresas que tienen esos entes es preferible que todos los sectores de la sociedad estén 
representados. 


Con respecto al artículo 2%, aclaro que voy por la dirección contraria al planteo del señor 
Senador Abreu -eso no significa que la solución no sea la suya- porque como se dice que hay que 
controlar cuando existe una observación, se va a generar una traba durante quince días; de esa forma 
se deja a la Administración durante quince días sin posibilidad de ejecutar la acción correspondiente, 
quizás porque el Parlamento no está haciendo su trabajo o no puede hacerlo porque está desbordado. 
Los norteamericanos van por otro camino: “Te dejo hacer y te sanciono mucho”. En Uruguay, como en 
otros países iberoamericanos, el camino es otro: “Te dejo hacer poco y se supone que lo que te dejo 
hacer es un buen producto”. Voy a poner un ejemplo. 


En las Intendencias hay normativas edilicias -hablo de las normativas, no de las excepciones; 
cuando alguien quiere plantear una excepción, lo hace y después la normativa permite que el 
Intendente la autorice o, en algunos casos, lo haga la Junta Departamental- y, así como los escribanos 
tienen su protocolo, los arquitectos deberían presentar algo que dijera: “Voy a hacer esto que está 
dentro de la normativa general”. De esa manera se evita que un arquitecto tenga que esperar cuatro 
meses para que le digan: “Sí, está acorde a la normativa general”. Es decir que en nuestro país se 
parte de esa mentalidad: “Todo lo tengo que controlar”. Pienso que el mecanismo tendría que ser que 
se puede presentar y, si después resulta que no está de acuerdo con la normativa general, el 
profesional, en este caso el arquitecto, va a tener en juego su título porque adujo que se trataba de 
algo acorde a la normativa general cuando, en realidad, era una excepción. Prefiero buscar normativas 
que permitan hacer, y si se hace mal, sancionar drásticamente. Esto es distinto a decir que en principio 
no te permito hacer, pero si después algo sale mal, como lo que tú hiciste fue superautorizado -porque 
tiene que pasar todos los obstáculos- no te puedo aplicar ninguna sanción. 


Entonces, vuelvo a decir que el plazo de los quince días, a primera vista, va en la dirección 
contraria a lo que uno quisiera hacer. Me parece que deberíamos buscar otros mecanismos separando 
lo menor de lo mayor y, entonces, decir: “Si tú te equivocás, hay sanciones fuertes”. 


Con respecto al artículo 3%, debo decir que está vinculado al 1%, en cuyo inciso penúltimo se 
dice: “En general todas las Administraciones públicas, sean estatales o no, así como las sociedades 
anónimas que pertenezcan total o parcialmente a entidades estatales”. O sea, hoy tenemos una 
realidad. Desde el año 1990, primero con cierta cautela y después en forma más importante, los entes 
han creado empresas -muchas veces en el acierto y otras en el error- que se manejan por el Derecho 
Privado y que no están bajo el control del Tribunal de Cuentas. 


Me parece que la sociedad uruguaya se debe una discusión sobre este punto y no 
simplemente decir: “La solución es que las controle el Tribunal de Cuentas”. A priori me da la sensación 
de que si ponemos todas esas sociedades anónimas bajo el contralor del Tribunal de Cuentas, las 
vamos a convertir en muchos Amaet. 


Lo cierto es que deberíamos hacer una regulación de las entidades que dependen de los 
entes autónomos -muy pensada aunque quizás nos lleve muchos meses, y sé que son tiempos 
electorales- y no decir que la solución es el Tribunal de Cuentas porque ahí hay dineros públicos. Lo 
que vamos a hacer es trancarlas. Si los entes autónomos formaron estas sociedades anónimas fue 
porque necesitaban cierta agilidad, pero si hacemos lo que se propone se la vamos a quitar y no van a 
poder competir, por lo que dentro de un par de años, producto de la voluntad del legislador, tendremos 
sociedades privadas muy achanchadas. Por lo tanto, considero mejor discutir este asunto. 


Por su parte, el artículo 3% comienza diciendo: “Cuando el Tribunal de Cuentas constate que 
cualquier ordenador de gastos y pagos mantiene una conducta reiteradamente observada en el manejo 
de fondos públicos, dará cuenta a la Junta de Transparencia y Ética Pública”. ¿Esto quiere decir que le 
quitamos al propio Tribunal la facultad de hacer la denuncia correspondiente? No recuerdo 
exactamente su Carta Orgánica, pero todo funcionario público tiene la obligación de denunciar cuando 
constata alguna irregularidad. El señor Senador Abreu señaló que hay más de setenta empresas de 
este tipo, lo cual no puedo discutir pero sí advertir que me sorprende el número. Entonces, incluimos a 
estas setenta empresas y le decimos al Tribunal de Cuentas que cuando observe algún gasto -de 
acuerdo con el artículo 2% deberán pasar quince días para poder ejecutarlo- y el ordenador reitere esa 
conducta en el manejo de los fondos públicos, deberá dar cuenta a la Junta de Transparencia y Ética 
Pública. Me parece que le estamos recortando una potestad. Supongamos que el Tribunal de Cuentas 
determina que tal caso debe denunciarlo a la Justicia Penal. Insisto, me pregunto si con este artículo 3" 
no le estamos quitando una facultad. 


El artículo 5*, al inicio, expresa: “Todos los organismos estatales están obligados a cumplir 
las sentencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo”. ¿Estamos diciendo que hoy las pueden 
incumplir? 


En resumen, me parece que es loable lo que se persigue con este proyecto de ley, pero en lo 
personal iría en el sentido contrario y diría: si el problema son las sociedades anónimas constituidas 
por los entes autónomos y servicios descentralizados, hagamos una ley que las regule. 


SEÑOR HEBER.- Creo que el proyecto de ley del señor Senador Abreu es un gran disparador a una 
discusión que debemos tener en el sistema político. Hemos puesto una serie de controles por la 
desconfianza que todos tenemos con relación al gasto público. Tiene razón el señor Senador Rubio 
cuando me reprocha y me dice que algunas sociedades anónimas empezaron en otros gobiernos, pero 
también es cierto que han tenido una multiplicación muy importante. Por ello, en el sistema político nos 
debemos una discusión a fondo acerca de qué tipo de empresas debemos tener y de qué manera 
podemos establecer controles porque así como está, está mal. Lo que denuncia o, más bien, lo que 
señala el señor Senador Abreu en su proyecto de ley es parte integrante de algo en lo que tenemos 
una desviación: los controles que nosotros mismos ponemos en las empresas. No sé si ahora, en 
tiempos electorales, es el momento de llevar a cabo esta discusión porque vamos a estar trabajando 
en la campaña electoral, primero en las internas y luego en las elecciones nacionales. De todos modos, 
y como dije, es una discusión que deberíamos tener. Si no tenemos controles como hoy existen, 


deberíamos tener presencia de los partidos con una concepción sobre la dirección que nos dé 
garantías a todos. Después habría que mirar un poco hacia las empresas públicas y ver si no es 
factible dar un paso más allá -que no pasa por la privatización- para resolver algo que las empresas 
públicas nos están diciendo que les pasa. ¿Por qué hacen esto? Porque necesitan tener mayor 
respuesta, porque están pensando en expandirse, y hay que ver si es necesario que se expandan. A 
mi juicio, no pueden formarse sociedades anónimas de empresas públicas que no pasen por el 
Parlamento y no cuenten con la aprobación del sistema político. De las 22 empresas que mencioné en 
el llamado a Sala al señor Ministro, hay algunas sociedades anónimas en Ancap que tienen inmuebles 
y otras supermercados. Realmente creo que esto es algo que se nos ha escapado, pero no digo que 
haya sido voluntario; no creo que acá exista una actitud conceptual predeterminada del Gobierno, pero 
se han ido desarrollando y reproduciendo empresas que, por lo menos, nosotros deberíamos de haber 
discutido en el Parlamento, para ver si era necesario tener una sociedad anónima que se ocupara de 
tal o cual cosa. De ser necesario, deberíamos votarla con los controles que propone hoy el señor 
Senador Abreu u otros porque debe existir la posibilidad de que la sociedad anónima sea controlada. 
Digo esto porque un director no puede controlar las 22 empresas que hay en Ancap; realmente no 
puede hacerlo y entonces pasa lo que ocurre muchas veces. Como ese director -por lo menos ha 
sucedido en nuestro partido- no tiene tiempo, no nos informa adecuadamente y terminamos con una 
interpelación o un llamado a Sala. El Poder Ejecutivo tiene más recursos al tener el gobierno de la 
propia empresa y, sobre todo, su dirección. 


Me permito hacer estas reflexiones en una interrupción porque me parece que esta 
discusión es muy importante. Lo que presenta el señor Senador Abreu hoy es el disparador de una 
discusión en serio sobre la forma de gobernar algo que se nos ha escapado de las manos, incluso al 
propio Gobierno, porque no creo que muchos Ministros tengan plena conciencia de esta situación. 


Entonces, frente a esa situación, sería una gran cosa si pudiéramos tener una instancia de 
discusión al más alto nivel -producto de la iniciativa que presentó el señor Senador Abreu- que nos 
permita buscar un acuerdo nacional. Sin embargo, no sé si tenemos el tiempo suficiente de dar esa 
gran discusión y creo que tenemos que aterrizar en el proyecto de ley. Me permito señalar al señor 
Presidente -que estuvo reflexionando sobre este proyecto de ley- que me parece que nos debemos 
una discusión más profunda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que quise hacer fue contribuir con algunas opiniones. 


En cuanto al objetivo planteado por el señor Senador Abreu, es loable y compartible, además 
del tema de la transparencia. Prima facie -sin haberlo hablado con la Bancada oficialista, a la que 
debemos informar- para lograr esa transparencia y esos controles, yo iría en el sentido opuesto: no 
involucraría al Tribunal de Cuentas, sino que iría por el lado de una regulación de las empresas que 
han creado los entes autónomos, en lugar de convertirlas en otras entidades burocráticas del Estado. 


SEÑOR RUBIO.- Estábamos comentando con el señor Senador Tajam que también habría que 
escuchar a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto sobre este tema, que es complejo, porque el 
presupuesto de las empresas públicas se maneja desde ahí. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero decir que más allá de las observaciones y complementaciones que han 
hecho los señores Senadores Michelini y Heber, considero que este proyecto de ley es sumamente 
importante. Felicito al señor Senador Abreu y al equipo con el que trabaja por haberse tomado el 
trabajo de presentar un proyecto de ley con exposición de motivos y articulado, en un tema sobre el 
que, debo confesar, tal vez hubiera reflexionado casi en soledad, porque nunca fue abordado 
formalmente como ahora. Toda esta cantidad de empresas paralelas que surgen ¿son necesarias? 
¿Realmente se justifica que existan? Digo esto porque, además, todos sabemos cómo somos los 
uruguayos y lo que es la viveza criolla. Hay una función que puede cumplir el ente autónomo, pero es 
más fácil sacarla para que funcione por fuera de ese organismo. 


SEÑOR GALLINAL.- Es lo que está pasando. 


SEÑOR BARÁIBAR.- No lo sé, pero se me ocurrió porque la viveza criolla es típica de los uruguayos. 


Entonces, ¿se justifican las sociedades anónimas? Algunas sí y otras no, pero ¿quién tiene la 
posibilidad de calificar si esa sociedad anónima se justifica o no? ¿El propio organismo que la crea? 
Porque no hay ningún organismo externo que le ejerza un control y le diga: “Miren señores: esta 
sociedad anónima se justifica” -o no se justifica- “con estas características, con esta integración, con 
esta finalidad, con este presupuesto”. ¿Quién controla el presupuesto? El mismo órgano que la creó. 
Quiero que quede claro que no conozco ninguna sociedad anónima así como tampoco a ningún 
director de una sociedad anónima, pero sí conozco a los uruguayos. 


SEÑOR GALLINAL.- Germán Riet. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Perfecto, no lo sabía. Insisto en que conozco a los uruguayos, y tenemos esa 
mentalidad de buscar los resquicios. Estamos acostumbrados -porque nacimos dentro del Estado- a 
que el Estado va a existir y va a estar en todos lados. Entonces, dentro del funcionamiento del Estado 
vamos a crear determinadas islas o zonas que puedan estar encapsuladas y, en base a ellas, operar 
de una manera distinta. Por supuesto que todo con la mejor intención. Repito que no conozco a ningún 
Director ni a ninguna sociedad anónima, pero conozco a los uruguayos. 


Por último, quiero citar aquella famosa frase de Juan Domingo Perón que dice: “El hombre es 
bueno, pero si se lo vigila es mejor”. Creo que se aplica en este caso. 


En definitiva, todas estas remisiones al Tribunal de Cuentas y este procedimiento automático 
de que se reitere el gasto, se hacen la primera vez para cumplir con la fórmula, pero sabiendo que el 
resultado va a ser lo que se quería inicialmente, es decir, que no exista ninguna limitación. Sé que este 
mecanismo es absolutamente pesado pero, en definitiva, es garantista. Sucede lo mismo en el caso del 
famoso procedimiento de destitución de funcionarios públicos. Yo integré cinco años la Comisión de 
Asuntos Administrativos y sé que es un trabajo extra enorme; en aquel momento planteé la necesidad 
de que quienes integrábamos dicha Comisión pudiéramos tener un presupuesto especial para poder 
contar con dos o tres funcionarios dedicados especialmente a hacer esos estudios, a fin de que no 
tuviéramos que hacerlos nosotros, o desviar a funcionarios que tienen otras tareas estrictamente 
legislativas para una tarea que es claramente administrativa. Eso fue en la Legislatura pasada. Como 
sabemos, habitualmente el Senado es el que debe aprobar estos temas, luego de un informe 
presentado por los miembros de la Comisión, y desde luego son una enormidad los casos que se 
recurren; en fin, creo que necesitamos un mecanismo más ágil y habría que pensar cómo se aligera y 
se procesa eso. Me refiero a ser más eficaces en el control, más ágiles en la gestión y que, en 
definitiva, podamos lograr que funcione mejor una norma constitucional que estuvo bien inspirada pero 
que, en la práctica, ha sido desvirtuada porque la remisión al Poder Legislativo ha desbordado las 
posibilidades de observación por parte de los legisladores, y el hecho se queda prácticamente en la 
remisión simplemente para cumplir con la formalidad, pero sabiendo que no habrá ningún control. 


Por otro lado, comparto el planteo que hace el Presidente en cuanto a que quizás esto 
puede ser materia para ser tratada en una ley general que aborde toda esta situación de empresas con 
estas características, es decir, empresas privadas de gestión pública. De todas maneras, pienso que el 
hecho de la presentación de este proyecto por parte del Senador Abreu es un disparador que hará que 
más temprano que tarde deba ser examinado porque, sin duda, se está requiriendo un mejor 
funcionamiento del Estado. Además, es buena cosa que se haga previamente -no sé si tendremos 
tiempo de hacerlo el año que viene, que es año electoral- al comienzo de una nueva Administración, a 
efectos de que cualquier iniciativa que se tome en la materia no se esté penando con nombre y 
apellido, sino con el fin de mejorar y perfeccionar el funcionamiento del Estado. 


SEÑOR ABREU.- Quería ser muy enfático en este tema. Se trata de un proyecto de ley que apunta a 
hacer cumplir la Constitución de la República y que da al Tribunal de Cuentas el control de la legalidad 
de los actos vinculados a los Poderes del Estado y a todas las administraciones públicas, estatales o 
no -también las de Derecho Privado, que es una prerrogativa que tienen hoy las empresas públicas 
para privatizar determinados servicios- es decir, que pertenezcan total o parcialmente a las entidades 
estatales. Son fondos públicos; para decirlo simplemente: es la plata de la gente. Ahora bien, ¿aquí se 
trata de incorporar un procedimiento burocrático? Cuando se reitera un gasto, deberá aguardar 15 días 
y, sies grave la irregularidad que advierte el Tribunal de Cuentas, hay 15 días más para que se analice 
en la Comisión de Planeamiento y Presupuesto y en el Parlamento, y nada más. Porque no se trata 


solo del acto administrativo; lo que estamos disponiendo es que cuando la conducta de carácter 
general sea observada en forma reiterada, pase a la Junta de Transparencia a los efectos de que se 
analice a esa sociedad y su funcionamiento. 


Este tema refiere, simplemente, al control. Los 15 días con el permiso ficto son 
absolutamente manejables; si se observa una reiteración del gasto, tiene 15 días, pero si se 
encuentran graves irregularidades, hay 15 días más. Si esto es enlentecer a la Administración, 
entonces prefiero demorar 15 días a tener que empezar dentro de poco tiempo a mostrar todas las 
desviaciones que se han producido en algunas sociedades privadas de entes autónomos, que no han 
tenido la posibilidad de ser controladas porque no pasan por el Tribunal de Cuentas. Creo que esta es 
una contribución a la transparencia. 


En el medio de todo esto tenemos que evitar que haya un enfrentamiento de carácter político 
de enorme nivel cuando se empiecen a cuestionar, por informaciones de un lado y de otro, algunos 
manejos de fondos, no porque sean parte de corrupción sino porque no han sido controlados 
debidamente en su legalidad. 


Esta es una contribución pero si no sale... Mire que acá no estamos hablando en el aire. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Es una amenaza? 
SEÑOR ABREU.- No; la amenaza la tiene la Constitución y no yo. 


El señor Senador Rubio -que lamentablemente no está presente- escribió un libro sobre 
Ancap; yo tendría tres o cuatro tomos para preparar. ¿Por qué? Porque estaba fuera del control del 
Tribunal de Cuentas. Estamos hablando de las 22 sociedades anónimas privadas que tiene Ancap -que 
no están controladas por el Tribunal de Cuentas- más todas las demás, que funcionan con plata del 
pueblo, del que trabaja, del que le cuesta pagar los impuestos, la tarifa telefónica, etcétera; ese tiene 
que saber dónde está su dinero. Entonces, lo que proponemos nosotros es controlar lo que sucede con 
miles de millones de dólares -vamos a cuantificarlo después- dentro de sociedades en las que están 
afectados más de 1.000 funcionarios públicos. Lo que queremos es encauzar esto legalmente con la 
tranquilidad con que se supone un legislador debe actuar. 


Ahora bien; si para resolver todo esto se espera a tener un proyecto de ley, entonces cada 
uno tendrá que actuar de acuerdo con su preocupación de cómo se están ejerciendo los controles. 
Basta que pidamos una información en relación a cuántas observaciones del Tribunal de Cuentas 
están hoy por ilegalidad en la Asamblea General, para saber cómo estamos en este asunto. Y este no 
es un problema de decir: lo hizo Mengano o Fulano. A ello podemos agregar todas las observaciones 
que podrían haber surgido en estas sociedades que no son controladas, que manejan cientos de 
millones de dólares y que tienen miles de funcionarios. Si no lo logramos, vamos a tener un Estado que 
va a carecer de la transparencia necesaria y va a seguir perdiendo la confianza de la gente. 


Simplemente comento todos los temas que veo en este asunto, sobre los que me asesoré 
con los catedráticos de Derecho Público, que no cobraron ningún honorario y tampoco van a ser 
acusados de prevaricato. Digo esto para que se sepa que nuestros asesoramientos no son parte de 
una invención sino de un trabajo, que es para el Estado de Derecho, la transparencia y para defender 
al más pobre, por ejemplo, a una persona que está en Bella Unión, que está pagando la tarifa 
telefónica y que no sabe que cuando levanta el teléfono está pagando el Antel Arena, o el que compra 
medio litro de nafta, que está financiando el boleto metropolitano. Lo importante es la transparencia. 
Entonces, los que tienen fondos públicos de los ciudadanos, que son los únicos que no tienen 
sindicato, tienen que rendirles cuentas, o por lo menos deben ser controlados en la legalidad de sus 
actos para dar tranquilidad a todos. Esto es cumplir con la Constitución. 


Ahora, si queremos ir por el camino de una ley, todos sabemos el tiempo que puede llevar. 
En cambio, lo que estoy proponiendo requiere un tratamiento muy sencillo. Reitero la solicitud de 
información acerca de cuántas son las observaciones del Tribunal de Cuentas y voy a traer 
información acerca de cuántas sociedades privadas están y cuántos fondos se adjudicaron. Voy a 


traer copia de las actas de cada uno de los entes y, en particular, de dos o tres sociedades. Tenemos a 
la empresa Green Frozen, que no está dentro de este régimen, aunque sí lo está ALUR. Me gustaría 
que la persona que trabaja sepa que su plata está en algún lado y que cuando se observa por 
ilegalidad, alguien le pueda decir que su dinero está mal utilizado. Este es un esfuerzo para buscar la 
transparencia; no es una acusación y, mucho menos, una amenaza porque, gracias a Dios, hace 
tiempo no estamos en esos terrenos. 


Lo que nos amenaza es la Constitución, la ley y la transparencia. Entonces, vamos a cumplir 
porque, de lo contrario, vamos a llorar todos. Si no se puede, porque se dice que se enlentece -15 días 
y 15 días- el estadito paralelo será más eficiente y tendrá más perforaciones respecto a los apuros que 
se producen, y después se afectará la imagen de la Administración Pública, como ya ocurrió en 
muchos aspectos. 


SEÑOR TAJAM.- Creo que el señor Senador Abreu ha dado un buen fundamento acerca de lo que 
pretende con el proyecto de ley que está presentando. El tema es importante pero pienso que no 
solamente lo tenemos que remitir al control, sino que aquí lo que está en discusión, con los debidos 
controles y transparencia, es la eficiencia del sector público cuando brinda bienes públicos a la 
población con los ingresos que recibe. Esa es la discusión. En algún momento se pensó que se 
resolvía poniendo al Estado en competencia; se creía que suprimiendo los monopolios y poniéndolo en 
competencia, se resolvía el problema. Resulta que el régimen de competencia del Estado no fue 
equilibrado con todo el sistema de Derecho Público, Administrativo, etcétera con los que se mueven 
esas empresas que iban a ser puestas en competencia. De esa contradicción comienzan a surgir 
estos temas y, a mi juicio, creo que también surgen las soluciones. Creo que esa es la discusión y nos 
tenemos que tomar un tiempo para analizarlo. No creo que se deba comenzar estudiando cómo se 
formó una empresa, sus resultados, etcétera. El proyecto está armado para ver la situación en general, 
aunque por supuesto que podemos determinar cuántas empresas hay o qué volumen tienen, pero de 
quién depende todo eso es información pública. 


En definitiva, creo que el tema sobre el cual tenemos que discutir es cómo balanceamos el 
control y la eficiencia con la cual el Estado llega a brindar los bienes públicos que la Constitución le 
atribuye. 


De manera que, como punto de partida, me parece muy buena la exposición que ha hecho el 
señor Senador Abreu acerca de lo que pretende con el proyecto de ley. A mi entender, habría que ir un 
poco más allá, e incluso se podría ir planificando para el año próximo a quién convocamos para 
comenzar a tener una discusión más precisa en torno al tema. Por eso hoy mencionamos a la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, porque conoce muy bien todo este proceso; entonces, sin duda 
alguna nos va a poder brindar muy buena información sobre el tema. 


Pienso que la discusión ya está iniciada y podríamos continuarla por ese carril. 


En otro orden de cosas, el contenido del artículo 4* también puede tener que ver con aquello 
a lo cual nos estábamos refiriendo. El hecho de que los Directorios sean de tres o de cinco miembros 
¿tiene que ver con el mejor o peor funcionamiento de la empresa? ¿Con qué tiene que ver? ¿Cuál es 
el marco de la discusión en ese aspecto? Ese debate también lo tuvimos cuando consideramos la 
modificación de la Carta Orgánica del Banco Central. No creo que tenga mucha relación, pero eso no 
obsta a que podamos discutir sobre el tema si se quiere plantear. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En lo que respecta al tema del número de integrantes en los Directorios de los 
entes autónomos, lo dejaría de lado porque ha sido discutido muchísimas veces. En el sistema político 
hay opiniones formadas, a favor y en contra, por lo cual abordarlo en este momento me parecería un 
tanto prematuro; personalmente, no me voy a pronunciar, lo voy a dejar como un aspecto lateral del 
proyecto de ley. 


Por otra parte, sugeriría -un poco para ir en la misma dirección que plantea el señor Senador 
Tajam- que para el mes de febrero, cuando nos vamos a reunir para considerar el proyecto de ley 
sobre las zonas económicas especiales, se nombre una subcomisión de Hacienda -que estará 


integrada por quienes quieran hacerlo; parto de la base de que estar dispuesto a ello muestra un 
interés especial por el tema- a los efectos de que comience a considerar este tema. Más allá de los 
asuntos que la Comisión tenga que abordar, en esa fecha la agenda no estará demasiado cargada y 
podremos recibir a expertos muy calificados -que los hay- para escuchar sus opiniones, y cuando 
veamos que se ha avanzado, el tema podrá nuevamente ser abordado por el pleno de la Comisión. 


Como dije, es simplemente una sugerencia. 


SEÑOR ABREU.- Sería bueno informar a la Secretaría que en el Derecho Comparado hay 
antecedentes muy importantes que se pueden ir acumulando, sobre todo en la legislación española, 
que expresamente ha tenido esta inquietud y ha encontrado soluciones de esta naturaleza. Sería 
conveniente encomendarle que vaya recopilando todas las experiencias de este tipo que haya en el 
Derecho Comparado para poder disponer de ese material cuando abordemos el tema debidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 29 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


